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Artículo 28. Vigencia y derogaciones. La presente ley rige a partir 
de su publicación en el Diario Oficial y deroga todas las disposiciones 
legales o reglamentarias que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República
Lidio Arturo García Turbay.

El Secretario General del honorable Senado de la República
Diego Alejandro González González.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes
Julián David López Tenorio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes
Jaime Luis Lacouture Peñaloza.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada a 31 de julio de 2026.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público de la República de Co-

lombia, delegatario de funciones presidenciales mediante Decreto nú-
mero 0879 del 29 de julio de 2026,

GERMÁN ÁVILA PLAZAS
El Ministro de Hacienda y Crédito Público

Germán Ávila Plazas.
El Ministro de Salud y Protección Social

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.

Ministerio de Hacienda  
y Crédito Público

Decretos

DECRETO NÚMERO 0932 DE 2026

(julio 31)
por el cual se reglamenta el Capítulo VII del Título V del Decreto Ley 0481 de 2025, por el 
cual se reconoce y establece el Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP) de los pueblos 
y comunidades indígenas de Colombia, como Política Pública de Estado y se dictan otras 

disposiciones.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público de la República de Colombia, delegatario 

de las funciones Presidenciales mediante el Decreto número 879 de 2026, en uso de sus 
facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del 
artículo 189 de la Constitución Política, la Ley 21 de 1991 y el Decreto Ley 481 de 2025, y

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Política reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la 

Nación colombiana, y reconoce el derecho que tienen los pueblos indígenas a una formación 
que respete y desarrolle su identidad cultural, su institucionalidad y estructuras propias, 
con fundamento en la Ley de Origen, Derecho Mayor y Derecho Propio en ejercicio de su 
autonomía y libre determinación, y la participación de las comunidades en la dirección y 
administración de la educación.

Que mediante la Ley 21 de 1991 se incorporó al ordenamiento jurídico colombiano el 
Convenio 169 de la OIT, el cual reconoce el derecho de los pueblos indígenas a definir y 
desarrollar sus propias instituciones.

Que mediante el Decreto Ley 0481 de 2025 se reconoce y establece el Sistema 
Educativo Indígena Propio (SEIP), como política pública de Estado con carácter especial.

Que mediante el artículo 84 del Decreto número 0481 de 2025 se creó la sección 
presupuestal del SEIP en los siguientes términos: “(...) El gobierno nacional, en cabeza 
del Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
crearán la sección presupuestal del Sistema Educativo Indígena Propio(...)”.

Que de conformidad con el artículo 36 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, el 
Presupuesto de Gastos “(...) está clasificado en diferentes secciones que corresponden a 
la Rama Judicial, la Rama Legislativa, la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría 
General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General de la República, 
la Registraduría Nacional del Estado Civil que incluye el Consejo Nacional Electoral, 
una (1) por cada Ministerio, Departamento Administrativo y Establecimientos Públicos, 
una (1) para la Policía Nacional y una (1) para el Servicio de la Deuda Pública (...)”.

Que, para efectos presupuestales, es necesario asimilar el Sistema Educativo Indígena 
Propio (SEIP) a un establecimiento público con autonomía presupuestal y administrativa, 
con personería jurídica, en virtud del artículo 4 del Estatuto Orgánico del Presupuesto.

Que de conformidad con el Decreto número 252 de 2020, Ley 80 de 1993, Ley 1150 
de 2007, la Ley 2160 de 2021, se expidieron normas especiales en materia de contratación 
de los pueblos indígenas.

Que la Ley 715 de 2001 y demás normas concordantes regularon todo lo concerniente a 
los recursos del Sistema General de Participaciones, los cuales formarán parte del Sistema 
Educativo Indígena Propio (SEIP) en el marco de sus funciones constitucionales y legales.

Que la Ley 2056 de 2020 y demás normas concordantes regularon las fuentes de 
financiamiento del Sistema General de Regalías, las cuales formarán parte del Sistema 
Educativo Indígena Propio (SEIP) en el marco de sus funciones constitucionales y legales.

Que en el marco del artículo 65 del Decreto Ley 481 de 2025, cada territorio indígena 
puesto en funcionamiento se deberá identificar como una Unidad Ejecutora de la Sección 
Presupuestal del Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP), para el manejo y garantía de 
los recursos y el desarrollo efectivo de su operatividad, con base en el estudio de costos 
integrales de que trata el artículo 86 del Decreto Ley 481 de 2025 y en concordancia con 
lo dispuesto en el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo 
del sector.

Que la asignación de los recursos a los territorios indígenas en el SEIP y puestos 
en funcionamiento se dará en el marco de la programación del Presupuesto General 
de la Nación y de las normas presupuestales que rigen la materia, buscando disminuir 
progresivamente las apropiaciones de las entidades que actualmente son ejecutoras a 
medida que se incorporen los territorios a la nueva sección presupuestal SEIP.

Que se hace necesario reglamentar el capítulo financiero del Sistema Educativo 
Indígena Propio (SEIP), con el fin de garantizar su financiación integral y progresiva.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Naturaleza jurídica del SEIP. Para efectos presupuestales, Créase el 
Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP) como una Sección Presupuestal del Presupuesto 
General de la Nación, con autonomía presupuestal y administrativa, con personería 
jurídica, de conformidad con el artículo 36 del Estatuto Orgánico de Presupuesto, el cual 
está adscrito al Ministerio de Educación Nacional.

Artículo 2°. Propósito del SEIP. El Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP) como 
política educativa del Estado para garantizar la Educación Indígena Propia y la autonomía 
educativa, fundamentados en el sistema de conocimiento, palabra de vida, Leyes de origen, 
Derecho Mayor, Derecho Propio de cada pueblo indígena y el marco constitucional.

Artículo 3°. Régimen presupuestal. Para efectos presupuestales, al Sistema Educativo 
Indígena Propio (SEIP) se le aplicarán las disposiciones que rigen los establecimientos 
públicos del orden nacional, de conformidad con el artículo 4 del Estatuto Orgánico de 
Presupuesto.

Artículo 4°. Régimen de actos y contratos. El régimen de contratación del Sistema 
Educativo Indígena Propio (SEIP) será el Decreto número 252 de 2020 y la Ley 80 de 
1993, Ley 1150 de 2007, la Ley 2160 de 2021 y las que modifiquen, adicionen o sustituyan 
para Pueblos Indígenas. El régimen administrativo del Sistema Educativo Indígena Propio 
(SEIP), será de conformidad al derecho Mayor, derecho propio, ley de origen, palabra de 
vida y la constitución Política.

Artículo 5°. Patrimonio. El patrimonio del Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP) 
estará constituido por:

1.	 Recursos que se asignen en el Presupuesto General de la Nación por funciona-
miento e inversión.

2.	 Recursos propios.
3.	 Los recursos de la Ley 21 de 1982 y otros para infraestructura educativa.
4.	 Recursos del Sistema General de Participaciones, dentro del componente de edu-

cación.
5.	 Recursos del Sistema General de Regalías.
6.	 Los recursos corrientes de libre inversión de las entidades territoriales.
7.	 Otros recursos que perciba a cualquier título.
Parágrafo 1°. Para efectos de los recursos del Sistema General de Participaciones se 

aplicarán a los territorios indígenas de que trata el presente decreto o, a las entidades 
territoriales indígenas que se conformen, las disposiciones de la Ley 715 de 2001 o la que 
haga sus veces y demás normas concordantes.

Parágrafo 2°. Para efectos de los recursos del Sistema General de Regalías se aplicarán 
las disposiciones de la Ley 2056 de 2020 y demás normas concordantes.

Artículo 6°. Estructura de la Sección Presupuestal Indígena Especial - Sistema 
Educativo Indígena Propio y sus Unidades Ejecutoras. Cada territorio indígena puesto 
en funcionamiento y que cumpla con los requisitos del artículo 65 del Decreto Ley 481 
de 2025 se identificará como una Unidad Ejecutora dentro de la Sección Presupuestal - 
Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP), de acuerdo con la normatividad vigente.



 		  11
Edición 53.572
Viernes, 31 de julio de 2026 DIARIO OFICIAL

Parágrafo. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional de 
Planeación garantizarán el acompañamiento técnico a los territorios indígenas que asuman 
la administración del SEIP para el manejo de los sistemas de información tales como SIIF, 
PIIP o los demás relacionados con la información presupuestal.

Artículo 7°. Programación presupuestal. Los recursos para el desarrollo efectivo y 
la operatividad del SEIP se programarán de conformidad con las normas presupuestales 
que rigen la materia, se asignarán de manera gradual, tendrán en cuenta el estudio de 
costos integrales de conformidad con el artículo 86 del Decreto Ley 481 de 2025, en 
concordancia con lo dispuesto en el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto 
de Mediano Plazo.

Parágrafo 1°. En los eventos de incremento de las semillas, apertura de nuevas 
estructuras educativas o creación de procesos educativos del SEIP en ejercicio del principio 
de gradualidad y progresividad, se realizarán los ajustes a la asignación presupuestal.

Parágrafo 2° Cada cinco (5) años, el Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, en concertación con las autoridades indígenas, realizarán una 
revisión integral de la asignación presupuestal. El objetivo será adecuarla a las realidades 
territoriales y metodológicas, asegurando la liquidez, la estabilidad y la sostenibilidad a 
largo plazo del SEIP, de conformidad con lo dispuesto en el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo.

Artículo 8°. Financiación de la transición. El Estado garantizará la financiación integral 
del proceso de transición, incluyendo los costos asociados a la adecuación institucional, 
fortalecimiento organizativo, sistemas propios de administración y demás requerimientos 
para la implementación plena del SEIP, y de conformidad con lo dispuesto en el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo.

Artículo 9°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá D. C., a 31 de julio de 2026.

GERMÁN ÁVILA PLAZAS
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Germán Ávila Plazas.
El Ministro de Educación Nacional,

José Daniel Rojas Medellín.
La Directora de Planeación Nacional,

Natalia Irene Molina Posso.

Ministerio de Educación Nacional

Decretos

DECRETO NÚMERO 0931 DE 2026

 (julio 31)
por el cual se adiciona el Capítulo 6 al Título 4, Parte 5, Libro 2 del Decreto número 1075 
de 2015 -Único Reglamentario del Sector Educación-, para reglamentar lo establecido 
en la Ley 2568 de 2026, relativa al modelo de financiamiento de las instituciones de 

educación superior estatales u oficiales.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público de la República de Colombia, delegatario 

de las funciones presidenciales mediante el Decreto número 879 de 2026, en uso de sus 
facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del 
artículo 189 de la Constitución Política de Colombia los artículos 2°, 3° y 4° de la Ley 
2568 de 2026, y

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con el artículo 67 de la Constitución Política, la educación es un 

derecho de las personas correspondiendo al Estado regular y ejercer la suprema inspección 
y vigilancia de esta, con el propósito de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus 
fines misionales y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos.

Que el artículo 69 de la Constitución Política de Colombia establece la autonomía 
universitaria y señala que corresponde al Estado facilitar mecanismos financieros que 
hagan posible el acceso de todas las personas a la educación superior.

Que para lograr el pleno ejercicio del derecho a la educación, se reconoce que 
la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la 
capacidad de cada uno y por cuantos medios sean apropiados, conforme lo establece 
el artículo 13, literal c), del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) en su Resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 1966 y aprobado mediante 
la Ley 74 de 1968.

Que, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, particularmente 
en las sentencias C-547 de 1994 y C-220 de 1997, “la autonomía universitaria no es 
absoluta, puesto que corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y 

vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad por el cumplimiento de sus fines 
...” En ese sentido, corresponde a una garantía institucional limitada por la Constitución, 
la ley y las funciones estatales de coordinación, inspección y vigilancia, encontrándose en 
todo caso subordinada al interés general y a la potestad legislativa del Estado, con el fin de 
velar por la calidad de la educación y el cumplimiento de sus fines.

Que bajo el marco de la suprema inspección y vigilancia establecido en el artículo 67 
de la Constitución y en el artículo 2° de la Ley 1740 de 2014, el Ministerio de Educación 
Nacional está facultado para exigir la construcción de planes con indicadores de gestión 
en temas de calidad, que permitan verificar el cumplimiento de los objetivos y la función 
social que tiene la educación, garantizando la eficiencia y correcto manejo e inversión de 
los recursos; toda vez que la transparencia y la sujeción a metas de política pública no 
vulneran el núcleo esencial de la autonomía universitaria, sino que la legitiman frente a la 
sociedad.

Que la Ley 2294 de 2023, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026 “Colombia, potencia mundial de la vida”, dispuso en su artículo 124 que la 
Nación se encuentra facultada para asignar recursos adicionales a la base presupuestal de 
funcionamiento de las Instituciones de Educación Superior Públicas; por lo cual, se hace 
necesario articular los criterios y procedimientos para la efectiva distribución y asignación 
de dichos recursos.

Que mediante la Ley 2568 de 2026, se modificaron los artículos 86 y 87 de la Ley 30 
de 1992, estableciendo un nuevo modelo de financiación para las universidades estatales 
u oficiales adscritas o vine ladas administrativa o presupuestalmente al Ministerio de 
Educación Nacional. Así mismo, esta legislación adiciona disposiciones en lo relacionado 
con el financiamiento de las instituciones técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, 
instituciones universitarias o escuelas tecnológicas, estatales u oficiales, incluidas aquellas 
que son establecimientos públicos del orden territorial.

Que la Ley 2568 de 2026 tiene como propósito central mejorar estructuralmente el 
modelo de asignación de recursos y la financiación de las instituciones de educación 
superior estatales u oficiales, con el fin de garantizar la progresividad en el derecho 
fundamental a la educación, el cierre de brechas sociales y territoriales, la regionalización 
de la oferta pública y la permanencia y graduación de los estudiantes con condiciones de 
calidad y pertinencia.

Que en virtud de las facultades de dirección, planificación y coordinación previstas en 
el artículo 6° de la Ley 489 de 1998, de las responsabilidades en materia de inspección 
y vigilancia y en cumplimiento de los propósitos consagrados en la Ley 2568 de 2026, 
corresponde al Ministerio de Educación Nacional establecer planes indicativos, criterios, 
indicadores y mecanismos de transparencia y rendición de cuentas que aseguren la eficacia 
en la asignación de recursos públicos para el cumplimiento de las metas nacionales en 
materia educativa.

Que el fortalecimiento de la financiación, el acceso, la permanencia y la calidad de la 
educación superior, previsto en la Ley 2568 de 2026, contribuye al cumplimiento de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) adoptados mediante la Resolución A/RES/70/1 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas e implementados en Colombia a través del 
Documento CONPES 3918 de 2018, particularmente del Objetivo de Desarrollo Sostenible 
4, orientado a garantizar una educación inclusiva, equitativa y de calidad, así como a 
promover oportunidades de aprendizaje a lo largo de la vida para todas las personas.

Que la Corte Constitucional estableció, mediante sentencia C-376 de 2010, que 
es obligación del Estado implantar progresivamente la gratuidad para el acceso a la 
educación superior. Así mismo, el acceso a la educación debe cumplir cuatro requisitos 
interrelacionados: disponibilidad (suficientes instituciones y recursos), accesibilidad (sin 
discriminación, física y económicamente alcanzable), aceptabilidad (contenidos y métodos 
de calidad y culturalmente pertinentes) y adaptabilidad (capacidad de ajustarse a contextos 
y necesidades cambiantes).

Que resulta necesario reglamentar el marco técnico, metodológico y procedimental 
que garantice la aplicación objetiva, transparente y verificable del modelo de financiación, 
asegurando coherencia con los instrumentos de planeación y rendición de cuentas a la 
sociedad y respeto por los diversos tipos de autonomía de las instituciones de educación 
superior estatales u oficiales, para asegurar el derecho fundamental a la educación superior 
en condiciones de calidad.

Que la asignación, distribución y ejecución de los recursos destinados a la educación 
superior estatal u oficial debe realizarse en armonía con los principios de sostenibilidad 
fiscal y disponibilidad presupuestal y que las instituciones de educación superior estatales u 
oficiales, en el marco de su autonomía, deben garantizar la ejecución eficiente, transparente 
y responsable de dichos recursos con sujeción a los principios de rendición de cuentas y 
sostenibilidad financiera.

Que la Corte Constitucional, mediante Sentencias C 220 de 1997 C 053 de 1998, 
C 346 de 2021 y C 505 de 2023, ha señalado que los principios del Estatuto Orgánico 
de Presupuesto (EOP) de planificación, anualidad, universalidad, unidad de caja, 
especialización, inembargabilidad y programación integral son aplicables al presupuesto 
de las universidades estatales u oficiales siempre que su aplicación no vulnere el núcleo 
esencial de la autonomía universitaria consagrada en el artículo 69 de la Constitución y 
desarrollada por la Ley 30 de 1992.


